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Resumen 

H ace 20 años se realizó un estudio de la participación de 
los psicólogos y psicólogas en la política pública (PP) 
en Puerto Rico. En general, las personas encuestadas 

respondieron que participaban en algunas fases de la PP pero 
no consideraban éste un rol legítimo. Nuestro propósito fue du­
plicar esa investigación. Enviamos un cuestionario a la matrícu­
la de la Asociación de Psicología de Puerto Rico (APPR) en el 
2003. Lo contestaron 86 psicólogos y psicólogas. La mayoría de 
las personas de ambas muestras eran psicólogos y psicólogas 
clinicos. En los pasados 20 años hubo una disminución en la 
participación en PP pero un aumento en la percepción de legiti­
midad de la tarea. Ambas muestras señalaron la formación en 
intervenciones individuales como una barrera y recomendaron 
ofrecer más adiestramiento sobre el tema. Discutimos las 
implicaciones de estos resultados y presentamos recomendacio­
nes para los programas académicos y para la APPR. 

Palabras Clave: Psicología, Política Pública 
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Abstract 

A study regarding psychologists' participation in public 
policy (PP) in Puerto Rico was carried out 20 years ago. 
Overall, participants surveyed reported that they 

participated in some phases of the PP process but did not consider 
this a legitimate role. Our purpose was to replica te this research. 
We sent a questionnaire to the membership of the Puerto Rican 
Psychology Association (APPR, in Spanish) in 2003. It was 
answered by 86 psychologists. Most of the participants in both 
samples were clinicians. In the past 20 years participation in PP 
has diminished but the legitimacy of the task has increased. Both 
samples mentioned that the focus of their training on individual 
interventions was a barrier and recornmended increasing training 
in PP. We discuss the implications of these results and present 
recornmendations for academic programs and for the APPR. 

Key words: Psychology, Publie Poliey 
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N o hay discusión, ni es no­
ticia, que Puerto Rico pa­
dece múltiples problemas 

sociales. Dadas las transformacio­
nes socioeconómicas y políticas que 
ha experimentado la isla, algunos 
problemas han desaparecido, otros 
se han recrudecido y han surgido 
algunos nuevos (Colón Reyes, 2005; 
Scarano, 1993). Actualmente, exis­
ten problemas de salud (física y 
mental), de vivienda, de desarrollo 
económico, de corrupción guberna­
mental, y de violencia (criminali­
dad, abuso de niños y niñas, vio­
lencia doméstica), entre otros (Cal­
derón, 2003). Tampoco hay duda 
sobre la necesidad de actuar para 
prevenir, aliviar o eliminar estas si­
tuaciones. 

Pese a estos consensos, las per­
sonas que conocen de psicología no 
han participado frecuentemente en 
intervenciones de PP que puedan 
significar la solución de estos pro­
blemas (Lorion, Iscoe, DeLeon, & 
Vandenbos, 1996). Sin restar impor­
tancia a sus contribuciones, las mis­
mas se han limitado principalmen­
te a intervenciones individuales y 
grupales, pese a que por años se ha 
mencionado y estudiado la necesi­
dad de que los psicólogos y psicó­
logas se involucren en tareas a ni­
vel comunitario y de PP (Phillips, 
2000). 

Quienes argumentan a favor 
de esta participación esbozan dos 
razones principales. La primera es 
que entienden que la mayoría de las 
personas que actualmente partici­
pan del proceso de PP lo hacen con 
información escasa o errónea. Esta 
opinión se confirma en el estudio 
de Cruz-González (2001) quien en­
contró que las medidas legislativas 
que se radican en Puerto Rico res­
ponden principalmente a los inte­
reses personales de los legisladores 
y legisladoras, y parten, primordial­
mente, de una investigación jurídi­
ca, del internet y de la prensa. A esto 
se añade la preparación académica 
escasa de los legisladores y legisla­
doras en disciplinas que trabajan 
directamente los problemas socia­
les. Actualmente en la legislatura 
más del 50% de sus integrantes tie­
ne un bachillerato o menos, 28% tie­
ne preparación en ciencias políticas 
o leyes y 20% en administración de 
empresas (Rodríguez, 2004). 

La segunda razón que se ofre­
ce para respaldar la participación 
de los psicólogos y psicólogas en la 
PP es que desde la psicología se ha 
generado mucho conocimiento útil 
para la solución de nuestros proble­
mas sociales (Smith & Meyer, 1987). 
Algunos ejemplos del trabajo que 
han contribuido psicólogos/as a 
esfuerzos de PP incluyen: (a) el es­
tudio de leyes y reglamentaciones 
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vigentes (Frost & Bonnie, 2001), del 
impacto de PP particulares en áreas 
como la criminalidad (Lorion, 
2001), la violencia doméstica (Cook 
& Coss, 2001), los derechos repro­
ductivos y la sexualidad (Ambuel, 
2000), la salud (Chesney, Thurston, 
& Thomas, 2001) Y la protección del 
ambiente (Brody, 2000), (b) la ge­
neración de legislación novedosa y 
alternativa mediante la participa­
ción en vistas públicas o la redac­
ción de proyectos de ley (Yanov, 
2000), y (c) la participación directa 
en escenarios legislativos (Martin, 
2003). 

¿A qué se debe la renuencia de 
los psicólogos y psicólogas de par­
ticipar en la PP? Existen varias ra­
zones: (a) la perspectiva dominan­
te en la disciplina que es asocial y 
ahistórica, y con énfasis individua­
lista (Ovejero, 2003), (b) la intensa 
fragmentación de la disciplina, (c) 
la necesidad de mantener una ima­
gen científica y neutral (Miranda, 
1993), y (d) la ausencia del adies­
tramiento necesario para involu­
crarse en la PP (Solarz, 1995). 

Aunque la situación descrita 
parece ser dominante, existe evi­
dencia de que esta actitud está cam­
biando y de que la participación de 
estos/as profesionales en PP está 
aumentando (Lorion, et al., 1996; 
Miranda, 1993; Phillips, 2000; 
Pierce, 2000). Las fuerzas que han 
contribuido a este cambio incluyen 
el: (a) interés de entender y promo­
ver el cambio social (Miller, 1969), 
(b) reconocer que los objetos de es­
tudio de la disciplina están 

inmersos en un contexto socio-his­
tórico (Proshansky, 1976), (c) atrac­
tivo de la PP para quienes tienen 
interés en la investigación y en la 
evaluación de intervenciones socia­
les, y (d) reconocer que la discipli­
na tiene mucho que contribuir a la 
solución de los problemas sociales 
(Lorion, et al., 1996). 

Este cambio es evidente en los 
Estados Unidos. La American 
Psychological Associatíon tiene una 
Oficina de Política Pública (APA, 
2003) Y dedica una sección especial 
de su revista profesional más pres­
tigiosa - el American Psychologist - a 
presentar esfuerzos de psicólogos y 
psicólogas en esta área. También tie­
ne una División de Psicología y Ley, 
que ha auspiciado la publicación de 
29 textos y de una revista profesio­
nal (Journal 01 Psychology, Public 
Policy and the Law) sobre el tema. 

La situación actual de la parti­
cipación de los psicólogos y psicó­
logas en PP en Puerto Rico se des­
conoce. En 1983, Serrano-García lle­
vó a cabo un estudio al respecto, 
encuestando por correo a la matrí­
cula de la APPR. Sus objetivos eran 
conocer la participación de los psi­
cólogos y psicólogas en la PP del 
País, la formación que recibían y la 
legitimación que atribuían a la ac­
tividad. Le envió un cuestionario a 
300 personas de las cuales respon­
dieron 35 (11%). Su preparación 
académica se dividía casi de igual 
manera entre personas con maestría 
(42%) Y doctorado (50%). Más de la 
mitad se había educado en los Es­
tados Unidos, eran mayoritaria-
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mente psicólogos y psicólogas clí­
nicos o consejeros (63%) y trabaja­
ban en escenarios académicos 
(47%), en agencias de servicio (29%) 
o en la práctica privada (16%). 

La mayoría de las personas 
(82%) participaban en alguna fase 
del proceso de PP particularmente 
en aquellas de identificación del 
problema y evaluación, pero no se 
identificaban profesionalmente al 
hacerlo. Los roles que ejecutaron 
con mayor frecuencia fueron de tes­
tigo experto/a (20%) o de investi­
gador o investigadora (18%). Reco­
nocían la importancia de participar 
en PP. Aquellas que informaron 
participar en este tipo de actividad 
indicaron que sus colegas no legiti­
maban ese rol (60%). Mencionaron 
además, que les resultó un impedi­
mento el tipo de educación apolíti­
ca y ahistórica que recibieron y el 
marcado énfasis en la intervención 
individual. Asimismo, dificultaron 
su tarea actitudes tales como: la 
apatía, la renuencia a participar en 
asuntos públicos y sus posiciones 
políticas conservadoras. 

Además de este estudio, cono­
cemos de pocos trabajos de PP en 
Puerto Rico. Estos incluyen: análi­
sis de reglamentaciones vigentes 
(Pérez-Jiménez, 1995; Varas Díaz & 
Toro-Alfonso, 2001), estudios del 
proceso de formulación de PP en 
la legislatura (Cruz-González, 
2001) Y una evaluación de la refor­
ma de salud (Figueroa-Rodríguez, 
2003). 

Reconociendo la necesidad de 
que los psicólogos y psicólogas se 

involucren en Pp, y los cambios que 
ha habido en Estados Unidos, este 
estudio tuvo como objetivo princi­
pal repetir el estudio de Serrano­
García (1983) que se hizo hace más 
de 20 años, para estudiar la partici­
pación actual de nuestros/as cole­
gas en este nivel de acción. Sin 
embargo, antes de enumerar los 
objetivos específicos, es necesario 
presentar la definición de PP que 
utilizamos, las fases del proceso y 
los roles que los psicólogos y psi­
cólogas pueden desempeñar en el 
mismo. 

El Proceso de PP: Defini­
ción, Fases y Roles 

Hay múltiples definiciones de 
PP (De León, 2001; Lineberry, 1983; 
Midgley, 2000; Oficina de Presu­
puesto y Gerencia, 1991; Pratts, 
1987; Wells, 1992). Una de las más 
abarcadoras es la de Gil (1976) 
quien la define como los principios, 
guías o cursos de acción adoptados 
por las sociedades y gobiernos, 
como también por grupos dentro de 
la sociedad (ej. partidos políticos, 
corporaciones, uniones obreras, 
asociaciones profesionales, organi­
zaciones sin fines de lucro, grupos 
religiosos o étnicos). Estos princi­
pios influyen en la calidad de vida 
de individuos y grupos, y en la na­
turaleza de sus relaciones. Oye 
(1987) añade que la PP es "cualquier 
cosa que el gobierno decide hacer 
o no hacer"(pág. 2, Traducción) re­
calcando así la inacción como una 
manifestación de la PP. Pratts (1987) 



~ Revista Puertorriqueña de Psicología 2005 Volumen 16 

contextualiza la PP como expresión adecuadamente el problema que 
de las relaciones políticas entre las amerita establecer una PP; 2) for­
clases sociales. Desde esta perspec- mulación de alternativas de PP -
tiva enfatiza el rol generador y pro- desarrollar un plan para trabajar 
tagonista del ser humano en el pro- con el problema identificado; 3) 
ceso de desarrollo y perfecciona- aprobación - garantizar a través de 
miento de las relaciones y procesos estatutos, reglamentos, o leyes, la 
sociales, utilizando estrategias implantación de esa política; 4) 
orientadas hacia las contradicciones implantación - la creación de las 
para atenuar, disminuir o eliminar entidades que implantarán la PP, el 
diferencias sociales, y promover el desarrollo de instrucciones para tra­
bienestar social (García Pino, 1995). ducir las PP en cursos de acción, y 

Estas definiciones incorporan la dirección del personal para alcan­
dos visiones principales sobre las zar los objetivos propuestos; y 5) 
fuentes de la PP. Una visión ubica evaluación de la efectividad de la 
la PP desde el Estado y su conjunto PP implantada (Dinitto & Dye, 
de instituciones, desde las cuales se 1987; Dye, 1987; Leichter & 
toman decisiones que afectan a Rodgers, 1984; Murrel, 1984;Peters, 
otros grupos sin contar con su par- 1982; Woll, 1974). No obstante, el 
ticipación (modelo de arriba hacia desarrollo de PP es un proceso di­
abajo). Otra visión la ubica desde námico que en pocos casos se adap­
una variedad de iniciativas ciuda- ta a este esquema lineal y racional 
danas que surgen de la base o gru_ (García San Inocencio, 2005). Por 
pos de interés que cabildean a fa- su naturaleza, la PP es parte del 
vor o en contra de políticas que les proceso político y conlleva decisio­
afectan directamente o que se mo- nes valorativas en ocasiones conflic­
vilizan para formular sus propios tivas o contradictorias sobre los pro­
proyectos de PP (modelo de abajo blemas, sus soluciones y los recur­
hacia arriba) (Dobelstein, 1997; Task sos que deben destinarse para 10-
Force Oll Psychology, 1986). En con- grarlas. Por tanto, en ocasiones no 
clusión, el proceso de PP puede sur- se obtienen los beneficios anticipa­
gir de diferentes fuentes. Sin embar- dos o se generan resultados diferen­
go, su esencia es el desarrollo de ciados para distintas capas sociales. 
alternativas o acuerdos - logrados 
mediante consenso o conflicto - Roles del Psicólogo o Psicóloga 
para enfrentar problemas comunes. en el Proceso de PP 

Fases del Proceso de PP El Task Force Oll Psychology alld 
Public Policy (1986) recomendó los 

Según el modelo clásico, el pro- siguientes roles, aún vigentes, para 
ceso de PP tiene cinco fases: 1) iden- los psicólogos y psicólogas en esta 
tificación del problema - definir área: 1) peritaje - comparte su co-
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nocimiento en áreas especializadas 
testificando ante varios foros o pre­
parando a otras personas para asu­
mir ese rol (Loftus & Monahan, 
1980; Segall, 1976); 2) traducción y 
consultoria - traduce los hallazgos 
científicos de su disciplina en un 
lenguaje comprensible y utilizable 
por la gente (Solarz,1995) y reco­
mienda planes de acción, presenta 
formas alternas para conceptualizar 
los problemas, y aclara las bases 
sobre las que están planteados 
(Thomas & Robertson,1990); 3) in­
vestigación - identifica problemas 
y evalúa políticas establecidas; 4) 
administración - implanta diversas 
políticas (Tomes & Rickel, 1996); 5) 
activismo / colaboración - identifica 
legislación pertinente; coordina la 
presentación de testimonios Y otros 
medios de influencia (DeLeon, 
1996); facilita la creación de, y par­
ticipa en, alianzas, redes y equipos 
interdisciplinarios que generan pre­
sión a las estructuras políticas, eco­
nómicas, y sociales (Wolff, 2001); 
desarrolla legislación potencial; es­
tablece contactos con la burocracia 
gubernamental (5trickland, 1996); y 
6) intercesoria en la solución de con­
flictos (Davidson & Rappaport, 
1978). 

Objetivos Específicos 

Como hemos podido observar 
el proceso de PP provee terreno fér-

til Y oportunidades múltiples para 
que los psicólogos y psicólogas con­
tribuyan a la solución de los pro­
blemas sociales de nuestro País. 
Desconocíamos la participación de 
este sector profesional en el presen­
te, ya que el último estudio se reali­
zó hace dos décadas (5errano­
García, 1983). Por esto, quisimos 
repetir, y expandir, el estudio sobre 
la participación de los psicólogos y 
psicólogas en el proceso de PP con 
el propósito de explorar: 

1. Si ha variado su participación 
en procesos de PP en los pa­
sados 20 años; 

2. Las características de los psi­
cólogos y psicólogas que par­
ticipan en PP; 

3. Las fases en que participan, 
los roles que ejercen y los te­
mas de su interés; y 

4. Los factores que facilitan o di­
ficultan su participación. 

Método3 

Participantes 

El universo de este estudio lo 
conformaron los socios y socias ac­
tivos de la APPR para el año 2003. 
La APPR define un miembro acti­
vo como un socio que paga su cuo­
ta de inscripción anual de manera 
consistente o aquel o aquella que no 
ha dejado de pagarla por más de un 

lComo se indica en la introducción a esta Sección Especial este artículo corresponde a la Primera 
Fase de un estudio más amplio. Los resultados de esta y otras fases se informan en los articulos 
subsiguientes. 
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año (Comunicación Personal, Dra. 
Marta Rivera, Directora Ejecutiva 
de la APPR, noviembre, 2003). La 
APPR contaba con un total de 696 
miembros activos en noviembre de 
2003. Identificamos un total de 509 
personas elegibles para participar 
en el estudio, ya que las demás no 
las pudimos contactar por proble­
mas con sus direcciones, teléfonos, 
mudanzas o porque habían falleci­
do. De las personas a las cuales les 
enviamos los instrumentos, 86 los 
contestaron en su totalidad por lo 
cual los resultados informados se 
refieren al 17% de la muestra. 

La muestra final del estudio 
incluyó 61 mujeres (71 %) Y 24 hom­
bres' (28%), con un promedio de 
edad de 45 años. El rango de dis­
persión de edad fue de 23 años a 
79. La distribución para el estado 
civil de las personas fue: solteras 
(n=24, 28 %), casadas (n=42,49%), 
en relación consensual seis (7%), y 
13 (15%) personas agrupadas en 
estado de viudez, separación y di­
vorcio. El 59% (n= 50) de la mues­
tra se identificó como católico, 18% 
(n= 15) como protestante o evangé­
lico, 1% (n=l) como espiritista, 18% 
(n=15) no se identificó con ningún 
grupo religioso y 4% (n=4) se iden­
tificó con otros grupos (n=4). El 41 % 
(n= 35) de la muestra se identificó 
con alguno de los tres partidos po-

líticos predominantes del país, 
mientras el 52% (n=44) indicó no 
estar afiliado, y 7% (n=6) se identi­
ficó con otro partido político. EI51 % 
de los participantes pertenecía a al­
guna organización (n= 43) además 
de a la APPR (Véase Tabla 1). 

El 58 % (n=50) de las personas 
participantes poseía un grado doc­
toral (Ph.D. o Psy.D.), y el 28 % 
(n=24) poseía grado de maestría 
(MA o MS). Entre éstas personas, las 
áreas de especialidad se distribuye­
ron del siguiente modo: Clínica y 
Consejería (66%; n=56), Escolar 
(8%; n=7), Industrial-Organizacio­
nal (13%; n=lO), Académica-Inves­
tigativa (7%; n= 6), Social-Comuni­
taria (2%; n=2) y otras (4%; n= 3) 
(Véase Tabla 2). 

Instrumentos 

Para este estudio utilizamos el 
Cuestionario de Política Pública 
(CPP; Serrano-García, Rodríguez 
Madera, Marques, Rosa Rodríguez, 
& Arriaga Rivera, 2003)5. Como el 
énfasis del estudio era repetir la in­
vestigación, utilizamos las mismas 
preguntas cerradas del instrumen­
to anterior, aun reconociéndole al­
gunas limitaciones (Serrano-Gar­
cía,1983). Algunos de los datos de 
la pasada investigación se obtuvie­
ron en un formato abierto, lo cual 

• Un participante no respondió a las preguntas de género, religión, afiliación política y afiliación 
a organizaciones. 

' Se administró junto a otros instrumentos que se describen en los otros articulas de este volu· 
meno 
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Tabla 1 
Características Sociodemográftcas de las Personas Participan/es (n=8S!' 

Variable n 'Yo" 

Estado Civil 

Casados 42 49 
Solteros 24 28 
Separados, viudos o divorciados 13 15 
Relación Consensual 6 7 

Religión 

Católicos 50 59 
Protestante o evangélico 15 18 
Ninguna 15 18 
Espiritista 1 1 
Otro 4 4 

Afiliación Política 

No afiliado 44 52 
Afiliado a Partido Principal 35 41 
Afiliado a otros partidos 6 7 

Afiliación a Organizaciones 

Sí 43 51 
No 42 49 

• Una persona participante no respondió a las preguntas. 

"En ocasiones el total de los porcientos no suma 100 por razones de redondeo. 
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Tabla 2 
Características Profesionales de las Personas Participantes 

Variªble n %, 

Grado Académico ( n=86) 

Menos de BA 1 1 
B.A. oB.S. 6 7 
MA/MS 24 28 
Ph.D. 34 40 
Psy.D. 16 19 
Otro 5 6 

Especialidad ( n=84) 

Clínica / Consejería 56 66 
Industrial-Organizadonal 10 13 
Escolar 7 8 
Académica-Investigativa 6 7 
Social/Comunitaría 2 2 
Otra 3 4 

Lugar donde estudió ( n=86) 

Puerto Rico 77 90 
Estados Unidos 9 10 

Escenario de Trabajo ( n=77) b 

Práctica privada 23 30 
Gobierno (Puerto Rico) 18 24 
Academia 14 18 
Empresa privada 11 14 
Organización Base Comunitaria 4 5 
Gobierno Federal 2 3 
Otro 5 7 

• En ocasiones el total de los por cientos no suma 100 por razones de redondeo. 

• De las 79 personas que reportaron trabajar, s610 77 contestaron la pregunta sobre escenario de 
trabajo. 
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modificamos en el nuevo instru­
mento. Tomamos en consideración 
los datos de las preguntas abiertas 
para construir preguntas cerradas 
que entendíamos facilitarían la de­
volución del nuevo cuestionario. 
Esta decisión respondió allirnitado 
número de personas que contestó 
las preguntas abiertas en el estudio 
del 1983 y a nuestro interés en au­
mentar la participación en esta oca­
sión. No obstante en todas las sec­
ciones del instrumento de este es­
tudio, se ofreció la oportunidad a 
la persona participante de abundar 
en algunas de las preguntas utili­
zando un formato abierto. También 
añadimos algunas preguntas de in­
formación sociodemográfica por 
entender que enriquecerían nuestra 
interpretación de los resultados, sin 
alterar el proceso de repetición. 

Este cuestionarío se compone 
de tres secciones:1) datos sociode­
mográficos, 2) psicología y Pp, y 3) 
empleo y PP. En total incluye 57 
preguntas cerradas y abiertas. La 
primera sección recoge informa?~n 
sobre género, edad, estado cIvIi, 
grado académico, especialidad, 
empleo, religión y participación 
política y en organizaciones. Las 
preguntas de la segunda sección 
indagan sobre la percepción de las 
personas en tomo a lo que es ~~ 
participación, razones para particI­
par y temas de interés. Por último, 
la sección tres consta de preguntas 

que abordan la relación de la PP con 
el escenario laboral, los roles para 
participar en PP, adiestramiento, 
conocimiento y educación en psico­
logía y PP, factores que facilitaron 
la participación y barreras. 

Diseño y Procedimiento 

Iniciamos el reclutamiento 
para la encuesta comunicándonos 
vía telefónica con los/ as miembros 
de la APPR para describirles la in­
vestigación y sus objetivos. Aque­
llas personas interesadas en colabo­
rar podían decidir si querían reci­
bir los instrumentos por correo pos­
talo electrónico. Las personas par­
ticipantes confirmaron la dirección 
postal o electrónica en la que prefe­
rían recibir los materiales. Todos las 
personas recibieron los mismos ins­
trumentos. 

Las personas participantes re­
cibían un paquete o un correo elec­
trónico con los siguientes materia­
les: 1) Carta de presentación, 2) 
Hoja de consentimiento, 3) Formu­
lario de Cemimiento e Información 
Personal (FoCIP) y 4) CPJ>6. En la 
carta de presentación expusimos 
una breve explicación del proyec­
to, una descripción de los materia­
les, y las instrucciones específicas 
para la devolución de los mismos. 
Ofrecimos un incentivo por la par­
ticipación en el estudio que fue la 

• Sólo incluimos en este artículo la descripción de los documentos pertinentes a este estudio. 
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oportunidad de participar en un 
sorteo por una tarjeta de regalo para 
aquellas personas que devolvieran 
los instrumentos en un periodo de 
dos semanas a partir del envío. La 
Hoja de Consentimiento describía 
los objetivos y límítes de la investi­
gación, daba énfasis a la confiden­
cialidad de los datos y el carácter 
voluntario de la misma'. 

Aquellas personas que selec­
cionaron el cuestionario en papel, 
recibieron los instrumentos en un 
sobre que contenía a su vez, dos 
sobres predirigidos, con sello de 
correo para facilitar la devolución. 
En un sobre debía enviarse la Hoja 
de Consentimiento y en el otro el 
CPP. 

El envío por correo se realizó 
en tres fases: una de 114 miembros, 
y las otras de 297 y 40 miembros 
respectivamente para un total de 
451. El envío se iníció en noviem­
bre de 2003 y se completó en junio 
de 2004. Durante el proceso de en­
vío por correo postal dimos segui­
miento telefónico a aquellas perso­
nas a quienes lo enviamos, para 
incentivar su participación. 

Las 58 personas que optaron 
por recibir sus materiales median­
te correo electrónico, respondían los 
instrumentos desde un portal 
cibernético. Los instrumentos se 
programaron en la base de datos 
Microsoft Access de modo que al 

entrar el dato éste se grabara. Cuan­
do respondían el cuestionario, éste 
se traducía a un correo electrónico 
que recibía el asistente a cargo. Una 
vez se recibía el correo electrónico, 
los datos se codificaban a formato 
numérico para su posterior análisis. 

Análisis 

Las respuestas obtenidas de los 
cuestionarios se entraron a la base 
de datos Statistical Package for the 
Social Sciences (SPSS v.10). Analiza­
mos los datos utilizando estadísti­
cas descriptivas para conocer la dis­
persión, frecuencia, promedio y 
moda de las respuestas. Para abun­
dar sobre los resultados obtenidos, 
utilizamos textos de las personas 
participantes en las preguntas 
abiertas. 

Resultados 

Participación en Procesos de PP 
y Legitimidad 

De las 86 personas que respon­
dieron al cuestionario, 81 (94%) 
pensaban que los psicólogos y psi­
cólogas deben participar en PP y 47 
(55%) informaron haber participa­
do en alguna fase del proceso. Asi­
mismo, 68 (79%) personas partici­
pantes respondieron a un reactivo 

, Este estudio fue aprobado por el Comité Institucional para la Protección de Sujetos Humanos 
en la Investigación de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Rio Piedras el 20 de febrero de 
2003. 
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que indagaba si sus colegas pien­
san que la participación en PP es 
una actividad legítima para la pro­
fesión. De éstas 29 (43%) contesta­
ron que "no", y 39 (57%) que "sí". 

Cuatro personas consideraban 
que los psicólogos y psicólogas no 
deben participar en estos procesos. 
De estas sólo tres proveyeron razo­
nes que incluyeron: (a) que los psi­
cólogos y psicólogas deben man­
tenerse "objetivos e imparciales", (b) 
que participar crea desconfianza en 
la profesión pues se politiza, y (c) 
que se podría presentar una postu­
ra ideológicamente prejuiciada 

Figura 1 

dada la falta de representación de 
todos los sectores políticos en la 
APPR. 

Podemos observar en la Figu­
ra 1 las razones por las cuales con­
sideraban que se debe participar. 
De las personas participantes, 29 
(34%) señalaron como la razón más 
importante que la PP nos afecta a 
todos y todas. Asimismo indicaron 
como segunda razón más impor­
tante, que la participación refleja 
nuestro compromiso. En tercer lu­
gar, mencionaron que los psicólo­
gos y psicólogas deben ser agentes 
de cambio social. 

Razones por las Cllales los Piscólogos y Psicólogas Deben Participar en Pi'" 

p­I,,,..,...... up.p 
úecu ,Iodos 

.uaWi~ 
• Se¡undI mis tmpcruntc 
cTerttrlI mis ImpMAnIC 

• Los porcentajes se calcularon a partir del número de personas participantes. O sea, que si dice 
34% es 34% del total de 86 personas que contestaron. En esta ocasión, las personas podían esco· 
ger más de una alternativa. 
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Fases 

Como puede verse en la Tabla 
3, al informar las fases del proceso 
de PP en las cuales habían partici­
pado, del total de personas que res­
pondieron (n=82), 29 (34%) indica­
ron que habían participado en la 
etapa de identificación del proble­
ma. De estas 29 personas, 17 (59%) 
indicaron haber participado en esta 
etapa fuera del empleo. Asimísmo, 
18 (21%) personas señalaron haber 
participado de la etapa de evalua­
ción de la PP y 16 (19%) manifesta­
ron haber participado de la etapa 
de formulación de la PP. Cabe se­
ñalar que de 14 (16%) personas que 
participaron en la etapa de 
implementación de Pp, 10 (71%) lo 

Tabla 3 

hacían como parte de las activida­
des de su empleo. 

Roles 

Al responder a la pregunta so­
bre los roles que han ejercido, 20 
(23%) personas manifestaron que 
han ejercido el rol de redactor de 
documentos (Véase Tabla 4). Asi­
mismo, 20 (23%) personas han 
fungido como consultoras a orga­
nizaciones de base comunitaria y 18 
(21%) indicaron que habían ejerci­
do el rol de consultor de PP. Con 
excepción de los roles de testigo 
experto y de intercesor, la mayoría 
de las personas ejercían roles de PP 
fuera de su empleo. 

Etapas de la Polltica Pública en las Cuales han Trabajado las Personas Participantes Dentro y 
Fuera de su Empleo 

Parte del empleo Fuera del empleo Ambas Total 

Etapas del Proceso n n n n 

Identificación del 
problema 9 17 3 29 

Formulación de 
política pública 6 8 2 16 
Aprobación 
de política pública 1 4 O 5 
Implantación 
de política pública 10 3 1 14 
Evaluación de 
política pública 7 9 2 18 

Total 33 41 8 82 
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Tabla 4 

Roles de los Psicólogos y Psicólogas en el Proceso de PP Dentro y Fllera de Sil Empleo 

Parte aeI Fuera del Ambas Total 
empleo empleo 

Roles n 

Testimonio experto 8 
Intercesoría 5 
Redacción de 

documentos 6 
Consultoría de PP 5 
Consultoría en OBC 5 
Investigación de PP 4 
Dirección de 
campañas políticas O 

Ocupante de 

puestos políticos O 
Coordinación de PP 3 

Implantación de PP 4 

Total 40 

Temas 

Del total de la muestra (n=86), 
24 (28%) personas indicaron los te­
mas de PP en los cuales han traba­
jado. Los más frecuentes fueron: la 
salud física (cáncer y Vlli/SIDA) y 
mental, la familia, educación, asun­
tos de niños y niñas, y la violencia, 
entre otros. 

Motivos para participar 

En relación a los motivos para 
iniciarse en la gestión de PP, 20 

n n 

5 2 15 
2 3 10 

12 2 20 
9 4 18 

12 3 20 
4 1 9 

4 O 4 

1 O 1 
5 2 10 
2 O 6 

56 17 113 

(23%) de las personas participantes 
señalaron que se iniciaron en tareas 
de PP porque una persona las invi­
tó a colaborar, 14 (16%) se iniciaron 
por iniciativa propia, mientras que 
a 11 (13%) su trabajo se lo requería 
(Véase Figura 2). Sólo dos personas 
(2.3%) se motivaron por las noticias 
del periódico. 

Conocimientos y destrezas 
necesarias para participar 

Con respecto a los conocimien­
tos que le exigió su participación en 
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Figura 2 

Motivos para Iniciarse en la Gestión de Política Pública' 

Porcentaje de Participantes 

• sr le motiva 
.Nok motivl 

• Los porcentajes se calcularon a partir del número de personas participantes. En esta ocasión, las 
personas podían escoger más de una alternativa. 

procesos de Pp, 29 (34%) personas 
indicaron que su participación le 
exigió conocimientos sobre méto­
dos de investigación y sobre fenó­
menos psicosociales (Véase Figura 
3). Asimismo, 20 (23%) señalaron 
que le exigió conocimientos sobre 
aspectos históricos del problema 
bajo estudio y 17 (20%) que le re­
quirió familiarizarse con estructu­
ras y procesos gubernamentales. 

Las personas indicaron las des­
trezas que les exigió su participa-

ción en PP. Señalaron la comunica­
ción oral como una de las destrezas 
más importantes (n=35, 41%), se­
guida por el análisis crítico (n=31, 
36%), la comunicación escrita yel 
trabajo en equipo (n=28, 32%) (V éa­
se Figura 4). También le pregunta­
mos dónde habían adquirido di­
chos conocimientos y destrezas, a 
lo cual 33% (n=28) respondió que 
en el quehacer cotidiano, 29% 
(n=25) durante sus estudios gra­
duados y 30% (n=26) señaló que en 
empleos anteriores. 



Psicología y Política Pública: 20 años Después jI&II 
Figura 3 

Conocimientos q1le le Exigió S1l Pnrticipnción' 

Porcentaje de Partktpanles 

FlIJIliliaribl:lÓn con Conocimiento CDllocimienlO en Leyes JlCninen\(. Aspectos históricos Dill1l:nt'iones 
eslnlClUI» y $Obre mt:lodos de fenómeno. 11 Pueno Rico del problema bajo .otlol6¡icu 

ptUQedimimtos 
l ubmtamel\lalc. 

Invnti.ación psioosoci:alcs 

Conoomlenlos . Sfle c.l1lió 
• No le 1;;l;111Ó 

11 Los porcentajes se calcularon a partir del número de personas participantes. En esta ocasión, las 
personas podían escoger más de una alternativa. 

Relación con adiestramiento 

Las personas participantes in­
dicaron el adiestramiento que les 
fue de mayor utilidad en tareas re­
lacionadas con PP. El 19% (n=16) 
indicó que el adiestramiento en 
métodos de investigación había 
sido de gran utilidad. El 17% (n=15) 
señaló que tanto el manejo de con­
flictos como la formación en diná-

micas de grupo habían sido de 
mucho provecho (Véase Figura 5). 

Igualmente, se les solicitó a las 
personas participantes que mencio­
naran si algo en su adiestramiento 
les dificultó su participación en PP. 
Del total de participantes, sólo 13 
identificaron barreras a partir de su 
adiestramiento. De éstas, tres (23%) 
señalaron el poco conocimiento de 
la legislación y de los mecanismos 
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Figura 4 

Destrezas q1le le Exigió S1l Participación en Política Pública' 

Porcentaje de Participantes 

.... 

" .. " .. 

Destrezas 
• SI le exigió 
• No le exigió 

.. los porcentajes se calcularon a partir del núm~ro de personas participantes. En esta ocasión, 
las personas podían escoger más de una alternativa. 

legales, e igual número indicó que 
la dificultad surgió de la poca pre­
paración formal en PP. Dos perso­
nas (15%) mencionaron la visión 
tradicional del psicólogo o psicólo­
ga clínico sólo como terapeuta y no 
como agente de cambio social y las 
cinco (38%) restantes ofrecieron ra­
zones variadas. 

Barreras ante la participación 
en política pública 

De igual modo, se le pidió que 
mencionaran las barreras con las 
cuales se encontraban frecuente­
mente en sus gestiones de PP. Un 
41 % (n=35) identificó como las prin­
cipales barreras el énfasis en inter-
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Figura 5 
Adiestramiento de Mayor Utilidad para la Participación en Política Pública' 

Porcen~t de Participante! 
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a Los porcentajes se calcularon a partir del número de personas participantes. En esta ocasión, las 
personas podían escoger más de una alternativa. 

venciones individuales y la apatía 
entre los psicólogos y psicólogas 
(Véase Figura 6). 

Recomendaciones 

Por último, les solicitamos que 
señalaran algunas estrategias para 
aumentar la participación de los 
psicólogos y psicólogas en procesos 
de PP. El 36% (n=31) señaló que se 
puede aumentar la participación a 
través de la implantación de 

adiestramientos y más de un 30% 
(n=26) indicó que este aumento 
puede surgir de su involucramiento 
personal e informando al público 
del potencial rol del psicólogo o 
psicóloga en estos procesos. 

Discusión 

De los resultados antes descri­
tos, surgen respuestas a todos nues­
tros objetivos de investigación. Es 
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Figura 6 

Barreras para la Participación en Polltiea Pública' 

Porcentaje de Participantes 

Educoción Enfllsis en 
inlervcndoncs 

individuales 

Aplltfll Descspernnzn Conservadurismo 

Barreras . se obsmculiUl 
• No obstaculiza 

• Los porcentajes se calcularon a partir del número de personas participantes. En esta ocasión, las 
personas podían escoger más de una alternativa. 

importante, antes de hacer el análi­
sis pertinente a los mismos, exami­
nar las muestras del estudio del 
1983 y del presente, para conocer las 
bases de la comparación. 

El índice de participación de 
ambos estudios fue bajo (11% Y 17% 
respectivamente). Esto, aunque la­
mentable, es cónsono con estudios 
de muestras similares (APPR, 2004; 
Serrano-García, Rosa, & García, 

2004). El tamaño de la muestra y la 
relativa homogeneidad de las carac­
terísticas de las personas partici­
pantes, debe generar cautela al exa­
minar tanto los resultados como 
nuestras conclusiones. Sin embar­
go, la estabilidad de los datos a tra­
vés del tiempo, aumenta nuestra 
percepción de su confiabilidad. 

Las características socio-demo­
gráficas de las muestras se aseme-
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Figura 7 

Estrategias para Aumentar la Participación de Psicólogos/as en Política Pública' 

Porcentale de Participantes 
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• Los porcentajes se calcularon a partir del número de personas participantes. En esta ocasión, las 
personas podían escoger más de una alternativa. 

jan aunque existen diferencias in­
teresantes. En términos generales, 
la mayoría de las personas tenían y 
tienen especialidad en psicología 
clínica y un sector grande trabaja en 
la práctica privada. Más personas 
del estudio actual poseen doctora­
do. La mayor parte de las personas 

del estudio del '83 se habían edu­
cado en Estados Unidos, mientras 
que ahora la mayor parte se educó 
en Puerto Rico. Una explicación 
para ambos datos es la proliferación 
de programas graduados en el País 
en las pasadas dos décadas. Ade­
más, estas características de la 
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muestra reflejan la composición de 
la matrícula de la APPR que se co­
noce como una organización más 
inclinada a la práctica clínica y a la 
intervención individual (APPR, 
2004). 

Cuando profundizamos en el 
análisis de los datos relativos a la 
participación en PP notamos que 
ésta ha disminuido aunque las per­
sonas participantes creen abruma­
doramente que debe ocurrir. Esta 
contradicción puede resultar de 
múltiples factores incluyendo: a). el 
factor de deseabilidad social, b) 
mayor conciencia de los problemas 
sociales del País, c) un cambio pau­
latino en las actitudes hacia este 
tema, d) la simultaneidad de este 
estudio con los esfuerzos de cole­
giación de la APPR que llevaron a 
sus funcionarias y funcionarios a 
activarse en la legislatura durante 
el año en que se realizó este estu­
dio, e) la percepción de que ésta es 
una actividad que se piensa que los 
y las colegas ven más legítima que 
antes, y f) que la mayor parte de la 
muestra actual estudió en Puerto 
Rico. Este último dato es pertinen­
te porque significa que no han reci­
bido preparación en el área, ni han 
estado al tanto de los cambios que 
han ocurrido en Estados Unidos en 
cuanto a estos procesos. 

La fase en que más participan 
las personas es la de identificación 
del problema y los roles más fre­
cuentes son redacción, consultoría 
y testimonio experto. Dado el énfa­
sis de la preparación en investiga­
ción que reciben las personas con 

doctorado, y dado que la mayoría 
de las personas participantes osten­
taban este grado, esto no es de ex­
trañar. Es cónsono, además, con los 
conocimientos y destrezas que ellas 
identificaron como necesarios para 
su participación en PP. 

La mayoría de las personas in­
dicaron que obtuvieron los conoci­
mientos y destrezas relativos a la PP 
en el quehacer cotidiano. Ya hemos 
visto que a muchas se les requería 
este tipo de tarea en su trabajo. Ade­
más, sabemos que nuestros progra­
mas proveen pocos cursos y expe­
riencias relacionadas a la PP (Díaz, 
Colón, & Serrano-García, 2004) y 
que, cuando ocurre, no es en los 
programas con especialidad en psi­
cología clínica. 

En ambos estudios se identifi­
có como una barrera importante a 
la participación en PP el énfasis in­
dividualista de la disciplina. Dado 
que la mayoría de las personas par­
ticipantes son especialistas en psi­
cología clínica o consejería, esto co­
bra gran vigencia. De la misma for­
ma se explica que la ausencia de 
preparación en niveles de interven­
ción más amplios, les lleve a suge­
rir los adiestramientos como una 
estrategia principal para fomentar 
la participación en PP. 

Otra barrera importante es la 
apatía. Esta es consistente con la 
ausencia de participación ciudada­
na y, en términos generales, con la 
creciente tendencia a la individua­
lización que permea la psicología y 
la sociedad puertorriqueña (Mack­
soud & Serrano-García, 1982; Ove-
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jero, 2003). Es cónsono con el hecho 
de que quienes se activan lo hacen 
por invitación de otra persona. Esto 
es indicativo de otra estrategia que 
podría funcionar para involucrar a 
los y las colegas en la PP. 

En resumen, no ha habido 
mucho cambio en los últimos 20 
años en cuanto a la participación de 
los/as miembros de la APPR en 
procesos de PP. Las barreras más 
fuertes y estables parecen ser la fal­
ta de adiestramiento y la percepción 
de que ésta no es tarea de nuestra 
profesión. Por otro lado, nos gene­
ra esperanza el aumento en la per­
cepción de legitimidad, el hecho de 
que se le requiera este tipo de tarea 
en sus empleos y una actitud expre­
sa de la importancia de este rol. 
Esperamos que la información de 
los otros artículos que incluye esta 
sección, junto a las recomendacio­
nes que vertimos al concluir la Sec­
ción Especial, puedan ser agentes 
catalíticos para el aumento de la 
participación de los psicólogos y 
psicólogas en la PP del país. 

Los problemas acuciantes que 
tiene Puerto Rico no esperarán por 
nosotros y nosotras. Es nuestra res­
ponsabilidad social, profesional y 
ciudadana involucramos en su exa­
men y contribuir a su solución. 
Mientras otras profesiones se acti­
van para proponer o reaccionar a 
políticas públicas (ej. Colegio de 
Trabajadores Sociales, Colegio de 
Abogados, Asociación Médica de 
Puerto Rico) no podemos quedar­
nos con los brazos cruzados. Tene-

mos que contribuir, desde diferen­
tes escenarios y desde diferentes 
posturas, antes de que se implan­
ten medidas contrarias a los mejo­
res principios y prácticas identifi­
cados en las teorías e investigacio­
nes psicológicas. El costo de nues­
tra inacción lo sentiremos en carne 
propia por las normas profesiona­
les que se legislen y, en nuestro dia­
rio vivir, por las políticas que, des­
de el desconocimiento o la mala in­
tención, impacten nuestra familia, 
nuestros ingresos, nuestras comu­
nidades y nuestra paz. 
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